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Procesado: JRSF.

Delitos: Tentativa de feminicidio agravado, violencia intrafamiliar agravada y hurto calificado.

Rad. # 66-088-60-00062-2023-00373-01.

Procede: Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría.

Asunto: Recurso de apelación interpuesto por la Defensa en contra de providencia que impartió legalidad al allanamiento a cargos del procesado.

Decisión: Confirma la providencia opugnada.

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

PROCEDIMIENTO PENAL / FORMULACIÓN DE ACUSACIÓN / CONTROL DE LEGALDIAD / EXCEPCIÓN 
ACUSACIÓN – Por regla general, la acusación no es susceptible de control en su esfera sustancial. Excepciones a la regla.
… De ello, válidamente se puede colegir que la acusación, por ser un acto de parte propio de un esquema adversarial, no puede ser susceptible de ningún tipo de control en lo que atañe con el cumplimiento de los requisitos sustanciales o de fondo del libelo acusatorio, pues el único control establecido que se le puede ejercer, sería el relacionado con el cumplimiento de los requisitos formales. 
Pese a lo anterior, la Sala no puede pasar por alto que la anterior postura en la actualidad ha sido morigerada por parte de la línea jurisprudencial trazada por parte de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, la cual ha establecido que, de manera excepcional, se permite y se debe realizar un control material de la acusación por parte de la Judicatura cuando se advierta: i) que por parte de la Fiscalía no se precisó y delimitó el contexto de los hechos jurídicamente relevantes; y, ii) que la calificación jurídica dada a los hechos es manifiestamente ilegal o contraria a la realidad factual, con el fin de que se adopten los correctivos necesarios a que haya lugar.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL # 1

M.P. MANUEL YARZAGARAY BANDERA

AUTO INTERLOCUTORIO DE 2ª INSTANCIA

Aprobado por Acta # 265
Pereira, siete (7) de febrero de dos mil veinticinco (2.025) 

Hora: 8:46 a.m.
Procesado: JRSF.
Delitos: Tentativa de feminicidio agravado, violencia intrafamiliar agravada y hurto calificado.

Rad. # 66-088-60-00062-2023-00373-01.
Procede: Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría.
Asunto: Recurso de apelación interpuesto por la Defensa en contra de providencia que impartió legalidad al allanamiento a cargos del procesado.

Temas: Control material a la formulación de imputación y acusación. Elementos que configuran el tipo penal del feminicidio. Carácter residual del delito de violencia intrafamiliar. Aplicación de la prohibición de la reforma peyorativa. 
Decisión: Confirma la providencia opugnada. 
VISTOS:

En cumplimiento del fallo de tutela STP18266-2024 de fecha 04 de octubre de 2.024, proferido por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, mediante el cual se dejó sin efectos la decisión adoptada por esta Colegiatura el 13 de septiembre de 2.024 dentro del asunto de la referencia, procede nuevamente la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior de este Distrito Judicial a resolver el recurso de alzada interpuesto por la Defensa en contra de la providencia interlocutoria adoptada en las calendas del 05 de julio de 2.024 por parte del Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría en el devenir de la audiencia de verificación de allanamiento a cargos celebrada dentro del proceso que se sigue en contra del ciudadano JRSF, quien fue acusado de incurrir en la presunta comisión de los delitos de tentativa de feminicidio agravado, violencia intrafamiliar agravada y hurto calificado. 
ANTECEDENTES:

Los hechos que concitan la atención de la Colegiatura, de conformidad con el libelo acusatorio, ocurrieron el 07 de noviembre de 2.023 en la finca “el Terruño” ubicada en la vereda el Progreso del municipio de Belén de Umbría, donde arribaron miembros de la Policía Nacional luego de haber sido alertados de que en dicho lugar habían sido agredidos con un arma cortocontudente — machete — la señora GEHM y su hijo M.H.M. de 07 años, por parte del ciudadano JRSF, quien era el compañero permanente de la Sra. GEHM, y para evitar su captura, se apoderó de la motocicleta marca Honda Eco Deluxe, placa DBL-26C de propiedad de MAH.

A la señora GEHM le fueron propinadas heridas en la cara, la cabeza y el cuerpo que pusieron en riesgo su vida, de las cuales — por el IMLYCF — se dictaminó una “incapacidad médico legal de 70 días con perturbación funcional del órgano de la masticación de carácter permanente, deformidad en el rostro de carácter permanente, deformidad física que afecta el cuerpo de carácter permanente. Pérdida funcional de órgano sistema de la prensión, de carácter permanente, perturbación funcional del miembro superior izquierdo de carácter permanente; perturbación funcional del órgano de la visión de carácter permanente”. 
De igual manera el menor agredido recibió lesiones en su cara, que dejaron como consecuencia una “incapacidad definitiva de 20 días con deformidad en el rostro de carácter permanente.”.
De conformidad con lo consignado en el escrito de acusación, de las investigaciones pudo determinarse que: a) Un trabajador de la finca había observado al señor SALAZAR FLÓREZ días antes afilando el machete que fue hallado al momento de los hechos; b) En la vivienda convivían, además del procesado y las víctimas, el menor M.A.G.H. de 14 años, quien se encontraba en un sitio cercano a la habitación donde se hallaban los ofendidos, a quien el ciudadano JRSF le aseguró la puerta por la parte exterior para impedir que saliera al momento de escuchar las voces de auxilio por parte de su hermano; c) La causa de los hechos se debieron a que JRSF — de quien se dice que era un sujeto celoso y controlador — no supo asimilar la decisión de la Sra. GEHM de querer dar por terminada la relación de pareja que sostenían, lo que suscito para que JRSF reaccionara violentamente, y se valiera de un machete con el cual agredió a su compañera permanente y de manera colateral hirió a un menor de edad, y mientras que blandía el machete le decía a su victima «si Ud. no es para mí, no será para para nadie…».

En razón a los anteriores hechos, el Sr. JRSF se entregó de manera voluntaria y fue vinculado a la presente investigación.
SINOPSIS DE LA ACTUACIÓN PROCESAL:
1) Las audiencias preliminares se celebraron el 20 de marzo de 2.024 ante el Juzgado 2º Promiscuo Municipal de Belén de Umbría mediante las cuales: (i) se impartió legalidad a la captura del ciudadano JRSF, la cual fue precedida de una orden judicial; (ii) Al procesado le fueron endilgados cargos por incurrir en la presunta comisión de los delitos de tentativa de feminicidio agravado, violencia intrafamiliar agravada y hurto calificado, de conformidad con los artículos 104 A, 104 B literales E y G, 229 inciso 2 y 239 y 240 inciso 4 del C.P. los cuales aceptó; y, (iii) al Sr. SALAZAR FLÓREZ se le definió su situación jurídica y se le impuso medida de aseguramiento privativa de la libertad en establecimiento de reclusión. 

2) Luego de la presentación del escrito de acusación, el conocimiento de la actuación le correspondió al Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, ante el cual el 05 de julio de 2.024 se llevó a cabo la audiencia de verificación de allanamiento a cargos, en la cual el Juzgado de primer nivel determinó impartir legalidad a la aceptación de cargos realizada por el procesado en las audiencias preliminares, decisión frente a la cual se alzó de manera oportuna la Defensa. 
3) Una vez recibido el asunto en la Sala, el 13 de septiembre de 2.024, se procedió a emitir la correspondiente decisión interlocutoria de segunda instancia, mediante la cual, se confirmó parcialmente la determinación adoptada por el Juzgado A Quo, bajo el entendido de que se aceptaba el allanamiento a cargos profesado por el procesado, por la presunta comisión de los delitos de tentativa de feminicidio simple -dado que no se encontró la configuración de los agravantes enrostrados-; violencia intrafamiliar agravada, y hurto calificado.

4) El 16 de enero del corriente, reingresó el proceso a esta Corporación, en atención al fallo de tutela STP18266-2024 de fecha 04 de octubre de 2.024, proferido por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, mediante el cual se ordenó lo siguiente: 

“PRIMERO: AMPARAR los derechos fundamentales al debido proceso y a vivir una vida libre de violencia de GEHM. Adicionalmente, AMPARAR los derechos fundamentales al debido proceso, a tener una vida libre de violencia, a que se garantice la prevalencia de sus derechos, a la salud y a la integridad física de los menores de edad M.H.M y M.A.G.H

SEGUNDO: DEJAR SIN EFECTO el auto que emitió la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira el 13 de septiembre de 2024 en el curso del proceso penal que se inició en contra de JRSF.

TERCERO: ORDENAR a la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira que, en el término de diez (10) días contados a partir de la notificación de esta providencia, emita una nueva providencia en la que tenga en cuenta las consideraciones presentadas en esta decisión (…)”. (Negrillas propias del texto)

5) La determinación fue confirmada en 2ª instancia por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia mediante proveído STC2173-2025 del 26 de febrero del corriente.

LA PROVIDENCIA OPUGNADA:

Se trata de la providencia interlocutoria adoptada el 05 de julio de 2.024 por parte del Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría en el devenir de la audiencia de verificación de allanamiento a cargos celebrada dentro del proceso que se sigue en contra del ciudadano JRSF, quien fue acusado de incurrir en la presunta comisión de los delitos de tentativa de feminicidio agravado, violencia intrafamiliar agravada y hurto calificado, mediante la cual se impartió legalidad a la aceptación de cargos manifestada por el procesado en el transcurso de las audiencias preliminares. 
Los argumentos invocados por parte del Juzgado de primer nivel, se fundamentaron en aducir lo siguiente:
· Revisadas las audiencias preliminares, se tiene que el fiscal le hizo un recuento al procesado sobre los hechos sucedidos, le mencionó todos los actos urgentes y todas las investigaciones realizadas, precisó la calificación jurídica de cada delito así como su connotación jurídica, y le informó su derecho a no aceptar cargos, las opciones con que contaba y las rebajas en caso de aceptar lo endilgado conforme a la etapa procesal, salvo el delito de violencia intrafamiliar agravada por prohibición legal.

· El abogado para el momento manifestó que se comunicó con el procesado y le asesoró todo lo que iba a suceder en la audiencia. 
· Ante los cuestionamientos realizados por el Juez de control de garantías, el procesado manifestó tener todo claro y no haber sido coaccionado, por lo que aceptó los cargos. 
· Se encontró un mínimo de prueba para la calificación jurídica, sin que se observara situación alguna que pudiese afectar el principio de legalidad de la pena, al considerar que el delito de violencia intrafamiliar subsume el delito de lesiones personales, el feminicidio estaba bien calificado y en igual sentido, el hurto por apoderamiento de cosa ajena.

LA ALZADA:
La apelante precisó su inconformidad respecto del proveído confutado, basada en los siguientes puntos:

· A su prohijado le fueron imputados los delitos de tentativa de feminicidio agravado, hurto calificado y agravado y violencia intrafamiliar, cargos que aceptó de manera libre, consciente y voluntaria. No obstante, si bien dentro del acervo probatorio existe el mínimo probatorio para acceder a la aceptación de cargos, consideró que faltan ciertas precisiones frente al delito de feminicidio. 
· Para la configuración del delito de feminicidio se exige causarle la muerte a una persona por su condición de ser mujer o lesionarla, de manera tal que es esa condición la que motiva al sujeto activo para la realización de la conducta, pues de lo contrario, el escenario sería de un homicidio simple. Por tanto, este tipo penal no conlleva simplemente una transgresión al bien jurídico tutelado de la vida, sino que también a la dignidad humana, a la igualdad, a la no discriminación y al libre desarrollo de la personalidad de la mujer que involucra circunstancias del orden fenomenológico que antecedieron al hecho de la muerte violenta. En ese sentido, la Corte Suprema de Justicia ha considerado que el tipo penal de feminicidio contiene un elemento alternativo consistente en los escenarios en que haya ocurrido o antecedido, o que son elementos contextuales que contribuyen a revelar el elemento subjetivo del tipo penal, como son, i) la práctica instrumental dirigida a la perpetuación del estado de nominación que ejerce sobre la mujer y mantener las circunstancias de discriminación a las que ella esté sometida, ii) actos anteriores o concurrentes tendientes a la violencia física, iii) hechos de violencia sexual, a través del uso de la fuerza, la intimidación, la coerción, el chantaje, el soborno, la manipulación, la amenaza en general y cualquier mecanismo que anule o limite la voluntad de la víctima, iv) situaciones de violencia económica, donde se evidencie un monopolio de administración de los recursos económicos en perjuicio de la mujer, aclarándose que el elemento subjetivo no se agota con dichas circunstancias sino que puede ser inferido de una gran cantidad del contexto, como lo enunciado en los literales del artículo 104 C.P.
En atención a ello, para el caso concreto, no se configura un delito de feminicidio sino de homicidio, pues los niños pequeños son enfáticos en señalar que la pareja no peleaba, encontrando que la única persona que dijo que hubo inconvenientes previos era la señora KAROL TATIANA, a quien la señora GLORIA le mencionó que el procesado era celoso y le revisaba el celular. 
Así, lo que se presentó fue una pelea inesperada, sin que la Fiscalía haya probado situaciones anteriores que permitan concluir que en efecto se trata de una tentativa de feminicidio, así como tampoco fueron específicas las circunstancias de agravación endilgadas.
· Frente al reato de violencia intrafamiliar, se tiene que a éste lo subsume el feminicidio al ser un delito de mayor categoría, debiéndose dar aplicación a los principios de la especialidad, de subsidiariedad y de la consunción.

· Respecto de la tipificación del hurto calificado, escasamente existiría un abuso de confianza porque aquello que se llevó le pertenecía a la familia, esto es al hijo de la señora GLORIA, quien era su pareja.  
Al momento de la imputación, se refirió el numeral cuarto del artículo 240, que señala como calificante el escalonamiento o la utilización de llave sustraída, falsa, ganzúa o cualquier otro instrumento similar o, superando la seguridad electrónica o semejantes, sin que se comprenda muy bien cómo se adecúa dicho numeral a lo ocurrido. 

De otro lado, lo que se advierte no es un ánimo de hurtarse la moto, sino de huir, dada la angustia que sufrió a raíz del acto cometido.

LAS RÉPLICAS:

En sus alegatos de no recurrentes, tanto la Fiscalía como el representante de víctimas solicitaron confirmar la decisión confutada.
- La Delegada Fiscal señaló que en la audiencia de formulación de imputación, el señor JRSF estuvo asistido por una defensa técnica, que para el caso, se trató de un abogado adscrito al Sistema Nacional de Defensoría Pública, asimismo, en dicha vista pública, la fiscalía le relató de manera clara y precisa cómo fueron los hechos y su correspondiente adecuación típica, sin que la defensa presentará reparo alguno, siendo aquel el escenario ideal para haberlo hecho.
En el presente caso existen dos víctimas, la señora GEHM, con quien el procesado formó una unidad doméstica y el menor M.H.M., a quien el señor SALAZAR FLÓREZ no tuvo reparo de agredir de manera dolosa en su rostro, siendo este hecho por el cual se le enrostró el delito de violencia intrafamiliar, pues no solo se generó un dolor físico sino también sicológico, al haber presenciado el ataque de su señora madre.
Respecto del tipo de feminicidio, claramente está demostrado que el ataque fue por su condición (de la víctima), pues la violencia anterior ejercida por RODRIGO era una violencia psicológica consistente en los celos, lo que se corroboró en las entrevistas realizadas a la hija de la víctima y a uno de los menores. Así mismo, los agravantes imputados por la Fiscalía fueron los contenidos en el artículo 104 B literales E, referido a la comisión de la conducta en presencia de cualquier persona que integre la unidad doméstica de la víctima y G numeral séptimo, concerniente a colocar a la víctima en situación de indefensión, pues la sorprendió con el machete, sin tener ella con qué defenderse.
Ya la Corte ha indicado que no se tiene que demostrar que la mujer haya denunciado violencias previas, pues basta con que ella diga que fue maltratada para creerle.

Frente al hurto calificado, se tiene que la moto en momento alguno le fue confiada al procesado, elemento que se exige en el abuso de confianza, sino que él se apoderó de ella, calificándose el hurto por el inciso cuarto del artículo 240, más no por el numeral cuarto, al haberse cometido el hecho sobre un medio motorizado. Aunado a ello, el hecho de que el rodante perteneciera a un hijo de la víctima, no implica que fuera parte de la sociedad. 
- El representante de la víctima, precisó que se ha exigido por las Altas Cortes la aplicación de la perspectiva de género en concordancia con los compromisos internacionales adquiridos, siendo así claro en el presente caso la configuración de un feminicidio respecto de la señora GEHM, que se da básicamente por su condición de ser mujer o por motivos de su identidad de género, en específico, con su actitud celosa, sin que sea necesario que antecedan unas conductas previas específicas.
Aclaró que la violencia intrafamiliar se imputó respecto de uno de los menores, que si bien pudo ser sobre más víctimas, fue únicamente sobre el menor lesionado, quien hacía parte del núcleo familiar, bastando un solo hecho para afectar el bien jurídico tutelado que protege este delito.

Frente al abuso de confianza propuesto por la Defensa, indicó que tal como lo dijo la representante de la Fiscalía, es necesario que se haya confiado o entregado el bien a título no traslaticio de dominio, lo cual no sucedió en el presente caso, por lo que, evidentemente lo que se cometió sobre ese automotor fue un hurto.

Determinó así, que se cumplen todos los presupuestos para dar validez al allanamiento a cargos.
PARA RESOLVER SE CONSIDERA:

- Competencia:

Esta Sala de Decisión, acorde con lo consagrado en el numeral 1º del artículo 34 del C.P.P. es la competente para resolver la presente alzada, en atención a que estamos en presencia de un recurso de apelación que fue interpuesto en contra de una determinación proferida en primera instancia por un Juzgado Promiscuo con categoría de Circuito, que hace parte de este Distrito Judicial.

- Problemas Jurídicos:

De la sustentación del recurso de alzada y de lo expresado por los no recurrentes, se desprenden los siguientes problemas jurídicos:  

¿Erró la Fiscalía en la calificación jurídica dada a los hechos delicitas por los cuales se le enrostraron cargos ciudadano JRSF? 
De ser así:

¿Era viable que el Juzgado A quo realizara un control material sobre la imputación comunicada por la Fiscalía, o en efecto, procedía impartir aprobación al allanamiento a cargos manifestado por el procesado JRSF en la audiencia de formulación de imputación?
- Solución: 

1. Delimitación del problema jurídico.   
Al efectuar un análisis del contenido de la controversia puesta a consideración de la Colegiatura, observa la Sala que la misma se reduce a controvertir la adecuación típica realizada por la Fiscalía en la audiencia de formulación de imputación, de unos hechos producto de los cuales, resultaron lesionados gravemente quien era la pareja sentimental del señor JRSF y un menor de edad, hijo de la primera víctima, y, la apropiación una motocicleta de propiedad de otro de los hijos de la ofendida, en la cual se dice que el ahora procesado emprendió la huida. 
Señala la Defensa del procesado, quien aceptó cargos, que a su juicio, los hechos acaecidos el 07 de noviembre de 2.023 constituyeron una tentativa de homicidio y no de feminicidio, al no existir circunstancias anteriores que permitan dilucidar que el ataque se generó en contra de la señora GEHM por el hecho de ser mujer. 
De otro lado, degrada el hurto calificado de la motocicleta de placa DBL-26C a un abuso de confianza, bajo el entendido de que la misma era de propiedad de un hijo de la compañera de su prohijado y, precisa no comprender la imputación de la violencia intrafamiliar como quiera que este reato se subsume por la tentativa de feminicidio que fue endilgada.
Para analizar los problemas jurídicos puestos a consideración, es menester dilucidar en un primer momento, si al Juzgado de conocimiento le está permitido realizar un control material sobre la imputación o la acusación, como quiera que se trata de un acto de parte que atañe únicamente a la Fiscalía como dueña de la acción penal. 
2. Los controles Judiciales a la acusación. 

De vieja data la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia ha sido enfática en establecer que a la Judicatura le está vedado hacer control material tanto de la imputación como de la acusación, bajo la premisa de que como consecuencia de la división de funciones que es propia del   sistema de enjuiciamiento de carácter adversarial que ha traído la Ley 906 de 2004, en la que existe un funcionario que sería el titular de la acusación estatal, y otro de que se encargaría del Juzgamiento, quien se ciñe a velar por el cumplimiento de las formas y el respeto de los derechos y garantías de los intervinientes, dentro del marco de la imparcialidad que le es propia, le queda vedado inmiscuirse en la acusación, porque de hacerlo estaría haciendo funciones que no le son propias, e inclinaría el fiel de la balanza de la imparcialidad hacia alguna de las partes en contienda. 
Dado lo anterior, los controles judiciales quedaron circunscritos a la simple y mera constatación en el desarrollo de la audiencia de formulación de la acusación, del cumplimiento de los requisitos formales consignados en el artículo 337 C.P.P. con los que debería cumplir el libelo acusatorio, tal como se desprende del contenido del inciso 1º del artículo 339 ibidem, que reza:
“Abierta por el juez la audiencia, ordenará el traslado del escrito de acusación a las demás partes; concederá la palabra a la Fiscalía, Ministerio Público y defensa para que expresen oralmente las causales de incompetencia, impedimentos, recusaciones, nulidades, si las hubiere, y las observaciones sobre el escrito de acusación, si no reúne los requisitos establecidos en el artículo 337, para que el fiscal lo aclare, adicione o corrija de inmediato…”
.
De ello, válidamente se puede colegir que la acusación, por ser un acto de parte propio de un esquema adversarial, no puede ser susceptible de ningún tipo de control en lo que atañe con el cumplimiento de los requisitos sustanciales o de fondo del libelo acusatorio, pues el único control establecido que se le puede ejercer, sería el relacionado con el cumplimiento de los requisitos formales. 

En tal sentido la Corte ha dicho: 

“En atención de la estricta separación de las funciones de acusación y juzgamiento, así como de la garantía de imparcialidad judicial, el legislador no previó la posibilidad de que el juez efectúe un control material sobre la acusación. En un esquema adversarial, donde la Fiscalía ostenta la calidad de parte que presenta una hipótesis incriminatoria, al juez le está vedado examinar tanto los fundamentos probatorios que sustentan la acusación como la corrección sustancial de la imputación jurídica (adecuación típica). De permitirse una tal supervisión judicial, la estructura acusatoria se vería quebrantada, en la medida en que el juez asumiría el rol de parte, al promover una particular “teoría del caso” (CSJ SP 16 jul. 2014, Rad. 40.871). De igual modo resultaría afectada la imparcialidad exigible a quien únicamente tiene que juzgar el asunto, según los planteamientos del acusador. Solo a la Fiscalía compete la determinación del nomen iuris de la imputación (CSJ SP 6 feb. 2013, Rad. 39.892)…”

Igual situación, se tiene que acontecería con la formulación de la imputación, en el sentido de que también es ajena a cualquier tipo de control material de fondo, como bien lo ha hecho saber la Corte en los siguientes términos: 

“Por descontado que el juicio de imputación y su formulación corresponden, según se deduce de los artículos 250 de la Constitución y 287 y siguientes de la Ley 906 de 2004, a un acto de parte, a través del cual la Fiscalía le comunica al indiciado ser sujeto de investigación por la comisión de determinados hechos constitutivos de ciertos punibles, es incuestionable que no se halla sujeto a un control material , como equivocadamente lo pretende el apelante, por parte del juez, más allá de verificar sus presupuestos legales, el cumplimiento de sus fines y la reunión de los requisitos formales previstos en la ley, por manera que tampoco puede ser rebatido en ese momento por la defensa, quien no está facultada para ejercer su contradicción, lo cual hace innecesaria e inútil cualquier explicación sobre sus fundamentos en un estándar superior a la inferencia razonable de que habla el artículo 287 del Código de Procedimiento Penal…”
. 

Pese a lo anterior, la Sala no puede pasar por alto que la anterior postura en la actualidad ha sido morigerada por parte de la línea jurisprudencial trazada por parte de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, la cual ha establecido que, de manera excepcional, se permite y se debe realizar un control material de la acusación por parte de la Judicatura cuando se advierta: i) que por parte de la Fiscalía no se precisó y delimitó el contexto de los hechos jurídicamente relevantes; y, ii) que la calificación jurídica dada a los hechos es manifiestamente ilegal o contraria a la realidad factual, con el fin de que se adopten los correctivos necesarios a que haya lugar.
Quiere decir lo anterior que es factible que Juzgados Penales que cumplen funciones de conocimiento puedan ejercer un control material a la acusación en el escenario de la precisión y delimitación de los hechos jurídicos relevantes, y cuando la calificación dada a los mismos no se amolde a la realidad, lo que pueda derivarse de un acto que trasgrediera los derechos y las garantías de las partes e intervinientes. 
En ese sentido, el fallo de tutela que protegió los derechos fundamentales de la víctima GEHM y sus menores hijos fue enfático en señalar: 
“12. Finalmente, la tercera postura asumida por esta Corte acepta un control material restringido o excepcional, limitado solo a situaciones manifiestas de violación de garantías fundamentales. Según este criterio, que es el que actualmente acoge el precedente de esta Corporación, el juez no puede hacer un control material de la acusación ni de los acuerdos en los procesos tramitados al amparo de la Ley 906 de 2004, y solo está autorizado para hacerlo, por vía de excepción, cuando objetivamente resulte manifiesto que el acto quebranta o compromete de manera grosera garantías fundamentales. En la Sentencia SP-3988-2020 este criterio se planteó en los siguientes términos:

De tiempo atrás, la Sala ha establecido la posibilidad de realizar cierta forma de control material a la acusación, en el ámbito de la calificación jurídica, cuando se trasgrede flagrantemente la legalidad. Ello es así, porque a diferencia de la falta de soporte “probatorio” de la hipótesis de la acusación, que no puede ser advertida por el juez por la elemental razón de que no conoce –ni debe conocer en ese momento- el contenido de las evidencias tenidas en cuenta para el llamamiento a juicio, los errores manifiestos en la calificación jurídica pueden ser fácilmente detectados por el juzgador con solo escuchar la formulación de cargos, bien porque la premisa fáctica claramente no corresponda a las normas elegidas (lo que debe ser ostensible, para que proceda la excepcional intervención judicial), porque las normas invocadas no estén vigentes, etcétera (CSJSP, 5 oct 2016, Rad. 45594; CSJSP, 11 dic 2018, Rad. 52311; entre otras)”
. (Cursivas propias del texto).
En resumidas cuentas, para la Sala, de conformidad lo dicho por el Alto Tribunal de Cierre es claro que los Jueces Penales que cumplen funciones de conocimiento, de manera excepcional, pueden ejercer un control material a la acusación, pese a ser el mismo un acto de parte, y como quiera que la recurrente ha cuestionado la calificación jurídica dada los hechos endilgados al procesado, los cuales fueron objeto de un allanamiento a cargos, tal situación le abriría las puertas a la Colegiatura para que eventualmente, de encontrarse una calificación manifiestamente ilegal o vulneratoria de las garantías fundamentales de alguna de las partes, pueda ejercer un control material a la acusación, la que en este caso vendría siendo la decisión del procesado de allanarse a los cargos
. 
2.1. Los cargos relacionados con la tentativa de feminicidio agravado cometida en contra de la señora GEHM.

Aduce la defensa técnica del señor JRSF que en el caso que nos ocupa no se configura una tentativa de feminicidio sino una tentativa de homicidio, en atención a que, a su parecer, no se presenta ningún elemento que denote que el ataque a la víctima se generó por el hecho de ser mujer, de conformidad con los postulados de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, sino que, lo que advierte es que se generó fue una pelea inesperada.  
La Sala desde ya anunciará que no le asiste la razón a la tesis de la inconformidad propuesta por la recurrente, dado que la realidad procesal es clara en demostrarnos que estábamos en presencia de un típico caso de violencia de género, cuya fuente tiene que ver con el machismo, o sea la revalidada supremacía del sexo masculino sobre el femenino, lo que en últimas se adecuaría en el delito de feminicidio tentado, por cuanto todo acto de machismo en finalmente implica una discriminación de las personas que integran el sexo femenino. 
Para demostrar lo anterior, es menester tener en cuenta que frente al delito de feminicidio, en reciente pronunciamiento
, la Corte Suprema de Justicia recordó que este tipo penal requiere para su configuración, un elemento subjetivo, esto es que el móvil sea por el hecho de detentar la victima la condición de mujer, que no denota necesariamente y en estricto una misoginia, sino que puede ir aparejado a una violencia de género en un contexto de dominación, cuya causa se asocia a la instrumentalización y discriminación de la mujer.
En el mismo proveído, se analizó además, que el reato de feminicidio no exige únicamente que el hecho se cometa sobre la víctima por el hecho de ser mujer, sino que brinda un elemento alternativo consistente en que concurran o antecedan un listado de conductas descritas en el artículo 104 A, que constituyen, según la Corte Constitucional, un elemento contextual a verificar para la configuración de este punible, haciéndose referencia a que no se trata de una lista numerus clausus sino que el hecho puede ser cometido en razón a la condición de mujer de la víctima dentro de dichas circunstancias u otras «de las cuales el elemento subjetivo del tipo también pueda ser inferido»
. 
Ahora, para hacer un análisis al caso concreto, se tiene que, si bien en el escrito de acusación no se especifica el elemento subjetivo por el cual se endilgó el delito de tentativa de feminicidio al procesado, pero al revisar el registro de la audiencia de formulación de imputación, se evidencia que los términos bajo los cuales aceptó el señor JRSF los cargos por la tentativa de feminicidio agravado, fue en razón a lo descrito en el literal A del artículo 104 A del C.P. bajo el entendido de que entre víctima y victimario existía una convivencia, en la cual, según las entrevistas, se venía repitiendo un ciclo de violencia como quiera que el investigado tenía comportamientos celosos con la señora GEHM
.
Bajo tal premisa, se ha decantado que en efecto, como lo mencionó el Delegado de la Fiscalía, el literal A del artículo 104 A C.P. engloba, además de la convivencia, un ciclo de violencia generado por los estereotipos de género que han subsumido a la mujer a determinados roles en la sociedad que entre otras, pueden generar violencia sicológica que se ejecuta por el perpetrador, entre otros, a través de los celos. Frente a ello, la Corte Suprema de Justicia ha establecido:
“55. Por su parte, la violencia psicológica se realiza cuando se desvaloriza a la mujer y se afecta su autoestima. Estas agresiones se ejecutan a través de “manipulación, burlas, ridiculización, amenazas, chantaje, acoso, humillación, menosprecio, control, celos o insultos, reprimendas o expresiones de enfado” (Corte Constitucional. Sentencia T-012 de 2016)”

Aterrizado lo anterior al caso concreto, para la Sala es claro que la conducta endilgada al señor JRSF con respecto a la agresión cometida en contra de la señora GEHM, tal como lo indicó el Juzgado A quo se acompasa a los hechos jurídicamente relevantes que le fueron narrados al investigado en la audiencia de formulación de imputación, que fue el momento en el cual el ciudadano manifestó su deseo de allanarse a los cargos que le fueron comunicados por parte del representante de la Fiscalía. 

Para arribar a la anterior conclusión, pese a que en el escrito de acusación no es claro el motivo de la agresión perpetrada en contra de la señora GEHM, la Sala revisó los elementos allegados por la Fiscalía General de la Nación al proceso, donde se encontró lo siguiente:

· En entrevista que rindió la señora GEHM a la profesional universitaria forense MARÍA VANESSA GONZÁLEZ ERASO, adscrita al Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, en informe pericial de fecha 20 de marzo de 2.024, mencionó la víctima en el relato de los hechos, que el 07 de noviembre de 2.023, luego de que el señor JRSF llegara de trabajar, él le mencionó que quería que se fueran a vivir a una finca en Riosucio, pero ella se negó y le dijo que era mejor que “se dejaran”; él le preguntó si estaba segura que lo iba a dejar y salió de la habitación. Al regresar, le dijo que si no era para él, no era para nadie, mientras le propinaba machetazos en la cara
. 
Tal narración se acompasa con entrevista que le fuere realizada el 25 de enero del corriente a la víctima, donde además señaló que ella no podía hablar con nadie, que el señor JRSF siempre había sido una persona celosa porque le “reblujaba” el celular para ver con quien hablaba ella
.
· En la entrevista rendida por el menor M.A.G.H., hijo de la señora GEHM, éste refiere que tanto él como su señora madre comenzaron a notar que el señor SALAZAR FLÓREZ era muy celoso, que ella no podía ver su celular porque comenzaba a decir que estaba hablando con alguien más, cuando ella salía de la casa a visitar a su hermana o a las vecinas, el procesado le hacía reclamos porque “en esas casas vivían hombres” y ella salía a verse con ellos, lo que ocasionó que ella dejara de visitar a su hermana, e incluso, el procesado tomaba el celular de la víctima sin su consentimiento y lo revisaba
.
· El día de los hechos, indicó el menor M.A.G.H. que parecía que la señora GEHM y el señor SALAZAR FLÓREZ habían discutido, y aproximadamente a las 15:30 horas escuchó que peleaban y RODRIGO le decía a ella que si tenía otro, ella le respondía que no, que no le había dado motivos para pensar eso, y le dijo que era mejor que dejaran las cosas, y él no dijo nada; luego, sintió que cerraron la puerta de su habitación, dándose de manera posterior la agresión.
· En entrevista absuelta por el menor M.H.M. quien resultare también agredido el día de los hechos, se indica por su parte que en aquel momento, la señora GEHM le dijo al señor JRSF que no lo iba a perdonar, y lo que hizo él fue agarrar un machete y comenzó a pegarle a su mamá
. 
· La señora KTVH, hija de la víctima, refirió en entrevista que hace dos meses la señora GEHM inició una relación con el ciudadano JRSF, y desde entonces vivía con ellos en la casa en el porvenir, y durante ese tiempo, él se volvió muy posesivo, era muy celoso todo el tiempo, le preguntaba a su mamá con quién hablaba, que ella lo estaba engañando, no podía hablar con nadie, e incluso en la casa no se podía hablar de su padre fallecido porque el señor SALAZAR FLÓREZ se molestaba
.
Lo anterior denota una conducta celotípica y posesiva que venía desarrollando el señor JRSF dentro de la relación que sostenía con la señora GEHM, sobre quien recaían los reclamos y constantes acosos por supuestas infidelidades y coqueteos de la víctima con otros hombres, constituyendo esto, en una violencia sicológica ejercida en contra de la víctima, de la cual denota que el procesado creía que la víctima era un objeto de su propiedad, siendo claro entonces, que se dan los presupuestos para la configuración del punible de feminicidio en grado de tentativa en virtud del literal A del artículo 104 A C.P., bajo el entendido de que respecto del elementos subjetivo, además de que se demostró una convivencia de la ciudadana GEHM con su victimario, se tiene soportado el hecho de que ésta venía siendo sometida a un ciclo de violencia sicológica por parte del procesado. 
En ese sentido, es menester precisar que difiere la Sala de lo dicho por la defensa técnica del señor SALAZAR FLÓREZ, en lo que respecta a que no se configura un feminicidio como quiera que los hechos se detonaron bajo una pelea inesperada entre la pareja, pues según lo soportan los dichos de la víctima, la misma se generó porque ella se planteó terminar la relación, siendo la respuesta del hoy investigado, ir por un machete e intentar acabar con la vida de su compañera, bajo la premisa que si no era para él, no era para nadie, demostrando así, la dominación que pretendía tener sobre ella. 
De otro lado, alega la defensa que no son claros los agravantes que fueron imputados a su defendido. Revisada el acta de audiencias preliminares y el libelo acusatorio, se tiene que los mismos corresponden a los literales E
 y G
 del artículo 104 B, no obstante, no se especifica cuál es el numeral del literal G por el cual se pregonaron esos agravantes. Ahora bien, revisado el registro de la audiencia en la cual el procesado aceptó los cargos, se encuentra que, el Fiscal del momento determinó agravar el hecho punible por el literal G que remite al numeral 6
 del artículo 104 C.P.
Frente a ellos, pese a que encuentra la Sala que no se configuran en el presente caso ninguno de los agravantes imputados al procesado, en acatamiento con lo dicho por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia en la acción de tutela STP18266-2024 de fecha 4 de octubre de 2.024, según esa decisión no se evidencian en la calificación enrostrada por la Fiscalía errores protuberantes que permitan la injerencia de la Colegiatura en la acusación formulada al ciudadano JRSF, pues de acuerdo con lo esgrimido dentro de la aludida providencia, “los cargos presentados originalmente en el curso del proceso penal que se inició en contra de JRSF se encuentran dentro de los márgenes de razonabilidad, por lo que no podría ser sometida al control amplio”, pues “los elementos con los que contaba la Fiscalía permitían realizar una imputación como la presentada el 20 de marzo de 2024 en la medida que recogía una conclusión plausible en relación con los actos de violencia perpetrados en contra de GEHM, así como de sus hijos.”.
En ese sentido, respecto de la tentativa de feminicidio agravada que le fuere imputada al procesado, y por la cual aceptare los cargos, en acatamiento del enunciado fallo de tutela, la Sala confirmará la decisión adoptada por el Juzgado de primera instancia.
2.2. Los cargos relacionados con la violencia intrafamiliar cometida en contra del menor M.H.M.

En relación a este cargo, reprochó la Defensa que el reato de violencia intrafamiliar se debía subsumir en el delito de feminicidio, no obstante, tal como lo señalan los sujetos procesales no recurrentes, este tipo penal se imputó al señor JRSF en razón de la lesión causada al menor M.H.M. más no en relación con la señora GEHM.
Frente a ello, resalta la Sala que haciendo una revisión de los hechos jurídicamente relevantes plasmados en el libelo acusatorio, se tiene que como consecuencia del suceso investigado, al menor se le dictaminó por parte del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, una incapacidad médico legal de 20 días con secuelas médico legales de deformidad física que afecta el rostro de carácter permanente
, situación que amerita verificar la residualidad del delito de violencia intrafamiliar para el caso concreto como quiera que de basarse el allanamiento a cargos en una calificación jurídica manifiestamente errónea, podría presentarse una ilegalidad que impediría impartir validez a la aceptación de cargos. 
Frente al carácter subsidiario del delito de violencia intrafamiliar, la Corte Suprema de Justicia ha sostenido: 
“54. El delito de violencia intrafamiliar, al tenor del art. 229 del C.P., es de carácter subsidiario, esto es, se incurre en él a condición de que el comportamiento del sujeto activo no constituya delito sancionado con pena mayor. Esa cláusula de residualidad, que hace parte de los elementos esenciales de ese tipo penal (cfr., entre otras, CSJ SP 3 dic. 2014, rad. 41.345; SP5392-2019, rad. 53.393), es reflejo de la naturaleza de la conducta típica (infligir maltrato físico o sicológico), la cual entraña aptitud de afectar, además de la unidad familiar, otros bienes jurídicos tutelados por la ley penal, como la vida, la integridad personal, la libertad o la autonomía personal (cfr., entre otras, C. Const., sent. C-368 de 2014 y C-029 de 2009). 

55. De ahí que, en vista de la pluriofensividad de la conducta típica (maltratar), así como en aplicación de las funciones teleológica y sistemática del bien jurídico, el legislador haya previsto un mecanismo expreso de articulación (principio de subsidiariedad), ineludible a la hora de establecer si, en vista de la entidad y gravedad de la afectación de otro bien jurídico, ha de preferirse la subsunción en un tipo penal contentivo de una mayor respuesta punitiva, que sea proporcional al daño causado, más allá de la afectación de la unidad familiar.”

Con lo anterior, es válido afirmar que el punible de violencia intrafamiliar se tipifica, siempre y cuando la conducta llevada a cabo por el perpetrador no constituya un delito más grave o castigado con una pena mayor, dentro del ordenamiento penal. 
Para el caso subexamine se tiene que en razón al dictamen médico-legal que le fuere emitido al menor, se presentó un concurso aparente de tipos, dado que la conducta reprochada al acusado podría encuadrarse típicamente en el precepto de la violencia intrafamiliar, o en el de unas lesiones personales dolosas con deformidad física que afecta el rostro de carácter permanente, de conformidad con los artículos 111 y 113 incisos 2º y 4º C.P. agravadas de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 119 inciso 2 C.P. por haberse cometido en contra de un menor de 14 años. 
Al hace un comparativo entre ambas conductas, se tiene lo siguiente:

	Delito
	Pena sin agravante
	Pena con agravante

	Violencia intrafamiliar
	4 a 8 años

(48 a 96 meses)
	6 a 14 años
(72 a 168 meses)

	Lesiones personales dolosas con deformidad física que afecta el rostro de carácter permanente
	44,66 a 189 meses
	85,32 a 378 meses 


Al estar en presencia de un concurso aparentes de tipo, a fin de determinar a cual de esos delitos se debería adecuar el proceder del procesado, la Sala acudirá al principio de la consunción, «según el cual, cuando la realización de un supuesto de hecho más grave incluye la de otro de menos entidad, se aplica el primero y no el último, pues se parte del presupuesto de que el legislador considera esos casos al redactar la descripción típica más severa; por ello el tipo consumiente prefiere al consumido...»
. 
Tal situación implicaría que como consecuencia del carácter residual que es propio del delito de violencia intrafamiliar, es obvio que dicho reato deba ceder ante el delito de lesiones personales agravadas, dado que este ultimo delito, como bien lo demostró la Sala, es sancionado con penas mas altas. 
En conclusión, la Fiscalía se equivocó en la calificación jurídica dada los hechos jurídicamente relevantes en lo que tiene que ver con los cargos endilgados por lo acontecido con el menor M.H.M. dado que esos hechos no se adecuaban típicamente en el delito de violencia intrafamiliar sino en el de lesiones personales. 

Lo hasta ahora expuesto podría desencadenar que al ejercer un control de legalidad sobre la acusación, la Judicatura deba de invalidar tanto la imputación como el allanamiento a cargos, pero ello no sería posible porque de hacerlo se incurriría en una violación del principio de la prohibición de la reforma peyorativa — consagrada en el inciso 2º del artículo 20 del C.P.P. — la cual es una garantía que no solo abarca las sentencias, porque la misma «se extiende o es vinculante también para las providencias interlocutorias de segunda instancia…»
, porque estamos en presencia de una de las hipótesis en las que la defensa funge apelante único, y por ende de anular la actuación procesal, es obvio que de manera indirecta se estaría exponiendo al procesado a una situación más gravosa, ya que quedaría avocado para que por parte de la Fiscalía se le imputen cargos por un delito de mayor entidad punitiva. 
2.3. Los cargos relacionados con el hurto calificado:
Alega la defensa con respecto a este tópico, que a su juicio, la calificación que debió dársele al hecho de haber tomado la motocicleta de placas DBL-26C, era la de abuso de confianza, más no de un hurto calificado, como quiera que el automotor era de propiedad del señor MAH, hijo de la víctima y compañera del Sr. JRSF, la señora GEHM.

Desde ya anuncia la Sala que no le asiste razón a la abogada defensora, bajo el entendido de que analizados los elementos del delito de abuso de confianza, es claro que no se ajustan a los hechos jurídicamente relevantes narrados por la Fiscalía y por tanto, no es viable su tipificación en el asunto.
Para llegar a la anterior conclusión, es menester precisar que esta Sala de Decisión Penal, en providencia de fecha 14 de julio de 2021, emitida dentro de la radicación No. 66001 60 00 036 2018 02675 01, analizó la diferencia entre los delitos de hurto, que para ese caso era agravado por la confianza, y el abuso de confianza, determinando lo siguiente: 

“De lo antes expuesto, se puede colegir que las diferencias habidas entre el delito de hurto agravado por la confianza y el reato de abuso de confianza, básicamente serían las siguientes: a) En el delito de hurto agravado existe un incremento del patrimonio del sujeto agente y un correlativo detrimento patrimonial de la víctima, lo cual no acontece con el delito de abuso de confianza porque el bien nunca ha salido de la esfera de custodia y cuidado de su propietario o poseedor; b) En el delito de hurto agravado la cosa robada no sale de manera voluntaria de la esfera de dominio de su propietario quien en contra de su voluntad es desposeído por el sujeto agente de cualquier derecho que detente sobre ella. Mientras que en el delito de abuso de confianza el objeto material del delito llega a manos del sujeto agente como consecuencia del consentimiento libre y voluntario que ha expresado su propietario o poseedor; c) En el delito de abuso de confianza existe una relación jurídica entre el sujeto agente y el objeto material del delito, el cual llega a sus manos como consecuencia de un título jurídico precario o fiduciario, en virtud del cual reconoce el dominio que sobre el bien ejerce otro individuo. Mientras que en el delito de hurto agravado no existe ningún vínculo jurídico entre el objeto material del delito y el sujeto activo, porque la cosa llega a su poder como consecuencia de una relación de confianza generada por nexos de amistad, laborales, etc.. que implican que en momento alguno el sujeto agente reconozca el dominio que sobre el bien sustraído pudieron ejercer otras personas.”
Así las cosas, respecto del hecho suscitado en relación con la apropiación de la motocicleta de placas DBL-26C, es viable colegir, de acuerdo con los diferentes E.M.P. allegados al proceso, que ese rodante no llegó en poder del procesado como consecuencia de un título no traslaticio de dominio que le fuera conferido por el dueño de ese vehículo, porque el acriminado se apoderó de esa motocicleta sin que mediará el consentimiento de su propietario. 
Por lo anterior, estima la Sala que se ajusta a derecho la calificación jurídica que realizó la Fiscalía frente a este hecho concreto, y por tanto, tal como lo hizo el Juzgado A quo aquello que procedía era la aceptación del allanamiento frente al delito de hurto calificado, por tratarse del “robo” a una motocicleta.

· Conclusiones:
Como corolario de todo lo dicho en los párrafos anteriores, la Sala válidamente puede concluir:

· Fue adecuada la calificación jurídica dada a los hechos, en lo que atañe con los cargos endilgados en contra del procesado por incurrir en la presunta comisión de los delitos de tentativa de feminicidio agravado
 y de hurto calificado. 

· En el proceso era evidente que se presentó un concurso aparentes de tipos entre los delitos de violencia intrafamiliar y lesiones personales, pero al decantarse la Fiscalía por el primero de los antes aludidos delitos, tanto al Ente Acusador como al titular del Juzgado 2º Promiscuo Municipal de Belén de Umbría, con funciones de control de garantías
, se les olvidó aplicar el principio de la subsidiariedad, lo que implicaba que los cargos endilgados en contra del procesado, los cuales fueron aceptados por él, debieron corresponder al delito de lesiones personales y no a los del reato de violencia intrafamiliar. 
Pese a ese yerro, la Sala se encuentra maniatada para acudir a la nulidad como remedio para corregir ese dislate, porque de hacerlo, de manera indirecta, se desconocerían los postulados que orientan al principio de la prohibición de la reforma peyorativa. 
· De lo adverado por la Defensa, emerge claro el hecho de que aquello que se pretende es una implícita retractación de los cargos endilgados, situación que como se sabe, no es de recibo por contrariar los postulados que orientan al principio de la irretractabilidad, según el cual, por regla general, una vez verificada la legalidad del allanamiento a cargos o la aprobación del preacuerdo, lo acordado o aceptado tiene efectos vinculantes para las partes, a quienes les estaría vedado arrepentirse de lo estipulado o desistir de lo aceptado de manera unilateral. 

En síntesis, acatando lo resuelto y decidido en el fallo de tutela STP18266-2024 de fecha 04 de octubre de 2.024, proferido por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, la Colegiatura confirmará el proveído opugnado, en el sentido que se le debe impartir aprobación a la decisión del Juzgado de primer nivel al aprobar la decisión del procesado de allanarse a los cargos que le fueron enrostrados en su contra por incurrir en la presunta comisión de los delitos de tentativa de feminicidio agravada; violencia intrafamiliar agravada, y hurto calificado.  
Finalmente, a modo de colofón, la Sala considera que en el presente asunto no es necesario llevar a cabo la correspondiente audiencia de lectura de lo resuelto y decidido por la Colegiatura en sede de 2ª instancia, lo cual se torna en algo manifiestamente innecesario y totalmente superfluo, porque se está en presencia de una decisión interlocutoria de 2ª instancia en contra de la cual no procede ningún tipo de recurso.

Ante tal situación, la Sala ordenará que por Secretaría se proceda a notificar a las partes y demás intervinientes del contenido de esta providencia de 2ª instancia mediante la remisión de copias de la misma vía correo electrónico, tal como lo regula el artículo 8º de la ley # 2.213 de 2.022 que avala ese tipo de notificaciones, lo cual relevaría a la Sala de la obligación de llevar a cabo la correspondiente audiencia de lectura del presente fallo de 2ª instancia.       

Por lo anteriormente expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, 

RESUELVE:

PRIMERO:  CONFIRMAR, en acatamiento de lo resuelto y decidido en el fallo de tutela STP18266-2024 de fecha 04 de octubre de 2.024, proferido por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, la providencia interlocutoria adoptada el 05 de julio de 2.024 por parte del Juzgado Único Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, en el sentido que se le debe impartir aprobación a la decisión del procesado JRSF de allanarse a los cargos que le fueron enrostrados en su contra por incurrir en la presunta comisión de los delitos de tentativa de feminicidio agravado; violencia intrafamiliar agravada, y hurto calificado.  
SEGUNDO: ORDENAR que por Secretaría se proceda a notificar a las partes y demás intervinientes del contenido de esta providencia mediante la remisión de copias de la misma vía correo electrónico, tal y como lo regula el artículo 8º de la ley # 2.213 de 2.022 que avala ese tipo de notificaciones, lo cual relevaría a la Sala de la obligación de llevar a cabo la correspondiente audiencia de lectura del presente fallo de 2ª instancia.
TERCERO: DECLARAR que en contra de la presente decisión, no procede recurso alguno.                              
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

CON FIRMA ELECTRÓNICA

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA

Magistrado

CON FIRMA ELECTRÓNICA

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado

CON FIRMA ELECTRÓNICA
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